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En Albacete, a once de mayo de dos mil veintiséis.
Vistos por la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha, los presentes
autos número 468/22el recurso contencioso administrativo seguido a instancia de la mercantil GAMEBOARD,
S.L.,representada por la Procuradora Sra. Aranda Velasco y dirigida por el Letrado D. Juan Antonio Rollán Corrochano, contra
la EXCMA. DIPUTACIÓN PROVINCIAL DE TOLEDO,representada por la Procuradora Sra. Rodríguez López y dirigida por el
Letrado D. Víctor Gallardo Palomo, actuando como codemandada la CONSEJERÍA DE DESARROLLO SOSTENIBLE DE LA
JUNTA DE COMUNIDADES DE CASTILLA-LA MANCHA,que ha estado representada y dirigida por el Sr. Letrado de la Junta,
sobre RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL;siendo Ponente el Iltmo. Sr. Magistrado D. Miguel Ángel Pérez Yuste.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- Por la representación procesal de la mercantil "GAMEBOARD, S.L." se formuló en fecha 29-7-2022 recurso
contencioso administrativo, siendo las resoluciones impugnadas las siguientes:
- Resolución de fecha 1 de Septiembre de 2022 dictada por la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, Delegación
Provincial de Toledo de la Consejería de Desarrollo Sostenible que acuerda:
"Inadmitir por extemporánea, por prescripción de la acción, y sobre la base del principio de cosa juzgada, la reclamación de
responsabilidad patrimonial presentada por D. Juan Antonio Rollán Corrochano, en nombre y representación de GAMEBOARD,
S. L., por presuntos daños producidos por Acta de 26 de noviembre de 2020 de precinto de los accesos a la cantera
denominada "Camino del Corral" TOA497, sita en parcelas 16 y 17, del Polígono 3, del término municipal de Polán (Toledo), y
precinto de la planta de tratamiento de áridos y maquinaria existente en la misma, sobre la base la fundamentación jurídica
precedente.".
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- Decreto Nº 810 / 2022 de fecha 1 24/05/2022 de la Secretaría General de la Diputación de Toledo mediante el cual, se
acuerda desestimar el recurso de reposición interpuesto en fecha 28/04/2022 contra la resolución 473/2022 por el que se
inadmite a trámite la reclamación de responsabilidad patrimonial presentada el 26/11/2021.
Formalizada demanda, tras exponer los hechos y fundamentos jurídicos que estimó aplicables, terminó solicitando se dicte
sentencia estimando el recurso de conformidad con lo interesado en el suplico de la misma. Dice:
1-La mercantil recurrente tenía los derechos de la explotación para la extracción de áridos en "CAMINO DEL CORRAL
TOA497" del paraje DIRECCION000.
Estos derechos eran sobre fincas cuya titularidad inicial fue de D.ª Caridad, quien en 4 de Agosto de 2003 se firmó contrato
privado de aprovechamiento de la extracción de áridos por un plazo de quince años, prorrogable por otros cinco de forma
automática salvo que alguna de las partes manifestara lo contrario.
Las citadas fincas pasaron a ser propiedad el 31-7-2009, por título hereditario, de la Diputación de Toledo.
2- Con fecha 15 de Septiembre de 2017 se dictó Acuerdo de la Junta de Gobierno de la Diputación Provincial de Toledo, la no
renovación del contrato firmado con fecha 4 de Agosto de 2003 para el aprovechamiento de la extracción de áridos de la
Finca DIRECCION000, acuerdo que no fue notificado a GAMEBOARD, S.L.
3- Que el pasado día 4 de Agosto de 2018 vencía el periodo de vigencia del contrato, sin que se haya notificado a
GAMEBOARD, S.L. la voluntad de no continuar con el mismo al menos con 6 meses de antelación, por lo que el contrato se
amplió automáticamente por cinco años más .
4- Con fecha 14 de Noviembre de 2018, se acordó por la Consejería de Economía, Empresas y Empleo, declarar la caducidad
de la autorización de explotación para recursos de la Sección A) denominada "Camino del Corral" TOA497, de la provincia de
Toledo, así como incautar las cantidades avaladas, para destinarlas a los fines indicados, por cuenta de la Consejería de
Economía, Empresas y Empleo; y todo ello porque, según la mencionada resolución: "Con fecha 20-09-2017, la Diputación
Provincial de Toledo remite a la Dirección Provincial de Economía, Empresas y Empleo el acuerdo adoptado por la Junta de
Gobierno de la Diputación, de fecha 15-09-2017, de no renovación del contrato firmado con fecha 04-08-2003 para el
aprovechamiento de la extracción de áridos, que finaliza el 03 08-2018",y en consecuencia, la Dirección Provincial de
Economía, Empresas y Empleo de Toledo, por la Dirección Provincial de Economía, Empresas y Empleo de Toledo, remitió el
día 10 de Agosto de 2018 un oficio a GAMEBOARD, S.L. comunicando que incurre en causa de caducidad de acuerdo con el
art. 83.6, en relación con el art. 16, de la Ley 22/1973, de 21 de Julio, de Minas y el art. 106.g) en relación con el art. 27 del
Real Decreto 2857/1978, de 25 de Agosto, por el que se aprueba el Reglamento General para el Régimen de Minería, según
refiere, al no disponer GAMEBOARD, S.L. del derecho al aprovechamiento de los terrenos, ya sea mediante cesión,
arrendamiento o propiedad.
5- Por mi patrocinada se impugnó la Resolución de la Consejera de Economía, Empresas y Empleo, de Caducidad de la
Autorización de Explotación de Recursos de la Sección A) denominada "Camino del Corral" TOA497 de la Provincia de Toledo,
de fecha 14 de Noviembre de 2018, y disconforme esta parte con la mencionada resolución, se interpuso con fecha 25 de
Enero de 2018, RECURSO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO ante la Ilma. Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Castilla-La Mancha, dictándose Sentencia de 18 de Septiembre de 2020, en los autos de Recurso
Contencioso-Administrativo Nº 50/2019 , que desestima el recurso interpuesto por mi mandante, reiterando en su
fundamentación jurídica que, esa jurisdicción carece de competencia para dirimir cuestiones atinentes a relaciones derivadas
del contrato privado inter partes que, en todo caso, reconoce, se residenciarían en la Jurisdicción Civil.
No obstante lo anterior, frente a dicha Sentencia se había interpuesto recurso de casación al momento de proceder al
precinto de la cantera.
6- Que, el día 25 de Noviembre de 2020, el representante legal de la mercantil, recibe llamada telefónica por parte de esta
Delegación Provincial, informando que, al día siguiente 26 de Noviembre de 2020, se personarían en la finca a fin de proceder
al precinto de la misma.
7- Los antecedentes de hecho descritos en el HECHO PRIMERO de esta reclamación, se deduce de forma clara que
conjuntamente, tanto la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, en este caso a través de la Delegación Provincial de
Toledo de la Consejería de Desarrollo Sostenible, como la Diputación Provincial de Toledo, quien tuvo intervención directa y
activa, de hecho y de derecho, en el desalojo llevado a cabo el pasado 26 de Noviembre de 2020 a las 10:00 horas, para
conseguir lo que en Derecho se podía haber conseguido acudiendo a la Jurisdicción Ordinaria y no mediante supuestas
coacciones, lanzan de la finca a la empresa a la que represento y a todos sus empleados, dejándoles literalmente en la calle,
y todo ello a presencia de Agentes de la Guardia Civil, prohibiéndoles la entrada a la finca bajo apercibimiento de cometer
delito de desobediencia del art. 556 del Código Penal, y otorgándole en ese mismo momento los miembros de la Junta, la
posesión a la Diputación Provincial.
8- Que, en fecha 25 de Febrero de 2021, fue notificado a esta representación DECRETO Nº 151 / 2021 , de fecha 17 de
Febrero de 2021, mediante el cual, se acuerda requerir a mi patrocinada a fin de que en el plazo de un mes, proceda a
confeccionar un calendario de retirada de la maquinaria, propiedad de mi mandante, obrante en la Finca DIRECCION000.
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9- Que, a pesar de que se le requiriera por plazo de un mes a fin de detallar un calendario para la retirada de la maquinaria, en
fecha 25 de Marzo de 2021, se presentó escrito, por el cual se ponía de manifiesto, que lo cierto es que, tal y como establece
el mencionado decreto, en los Antecedentes de Hecho Tercero y Cuarto , dicha maquinaria propiedad de mi representada,
Gameboard, S.L., se encuentra precintada, sin que hasta la fecha de la reclamación se hubiese notificado a esta parte
resolución de la Diputación Provincial de Toledo por el que SE ACUERDE EL LEVANTAMIENTO DEL PRECINTO , cuestión que
entendemos vital para proceder a la retirada de la maquinaria, máximo cuando se nos hace la advertencia de que en caso de
proceder a la retirada podríamos encontrarnos ante un Delito de Desobediencia tipificado en el art. 556 del Código Penal.
10- Además de la maquinaria existente en la Finca DIRECCION000, mi representada es legal propietaria del activo producido y
que se corresponde con las características que detallamos a continuación:
- ZAHORRA: 7.000 Toneladas.
-ARENA DE O2: 1.500 Toneladas.
-ARENA DE MIGA: 1.500 Toneladas.
-ZAHORRA NATURAL: 10.000 Toneladas.
Con lo que, debería necesariamente pronunciarse la Diputación Provincial de Toledo, sobre la retirada de la mercancía
producida por mi representada con anterioridad al día 26 de Noviembre de 2020, en que la Diputación Provincial de Toledo
procede al lanzamiento de la finca legalmente arrendada, quedando dichos productos dentro de la explotación.
11- Ante la pasividad de la Administración, en fechas 26 de Noviembre de 2021 y 21 de Febrero de 2022, a través de esta
misma representación, se presentó escrito interponiendo reclamación por responsabilidad patrimonial ante la Delegación
Provincial de Toledo de la Consejería de Desarrollo Sostenible (JCCLM) y ante la Diputación Provincial de Toledo, por correo
administrativo (dado el volumen de la documental) y a través del registro telemático.
12- El fundamento de la solicitud de declaración de responsabilidad patrimonial de la Administración y, consecuentemente,
de la solicitud de indemnizar, viene dada por la actuación llevada a cabo por la Delegación Provincial de Desarrollo Sostenible
de la Junta de Comunidades de Castilla La Mancha y la Diputación Provincial de Toledo, de forma conjunta. Nos referimos a
la deliberada actuación llevada a cabo el pasado día 26 de Noviembre de 2020, reflejada en el Acta de misma fecha y
ratificada mediante Decreto 151/2021, mediante el cual, se ha privado a mi representada de seguir explotando su planta, con
las pérdidas económicas que dichas actuaciones injustificadas ha llevado a cabo estas Administraciones.
A razón de lo anterior, las pérdidas ocasionadas a mi mandante, ascienden, a día de hoy, a la cantidad de DOS MILLONES
OCHOCIENTOS SESENTA Y DOS MIL NOVECIENTOS SESENTA Y SIETE EUROS Y SESENTA Y OCHO CÉNTIMOS (2.862.967,68
€),según el informe pericial que se acompaña., solicitando la condena solidaria de ambas administraciones.
13-Las resoluciones impugnadas declaran indebidamente la inadmisión de la reclamación, con vulneración del art. 88.5 de la
Ley 39/2015; se puede comprobar de la simple lectura del precepto que las causas expuestas por la Administración (falta de
legitimación e inexistencia de nexo causal, entre otros) no son motivo para inadmisión de iniciación del procedimiento
administrativo correspondiente.
Que, además de lo anterior, dicho sea con los debidos respetos, no podemos compartir los argumentos por los que la
Administración entiende que no debe admitir a trámite la reclamación planteada por esta parte, realizando un listado de
acontecimientos que han tenido lugar en el pasado y que nada impiden que mi representada pueda interponer reclamación
patrimonial por el daño causado por esta Administración, junto con la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha.
14- Se afirma que mi representada no tiene derecho a reclamar, al entender que sus pretensiones ya han sido objeto de otro
procedimiento judicial que ha finalizado mediante Providencia de inadmisión dictado por el Tribunal Supremo, Sala Tercera,
de lo Contencioso Administrativo, el pasado día 13 de Enero de 2022.
No podemos compartir esta conclusión, ya que, el recurso contencioso administrativo al que hace referencia en el párrafo
tercero del Decreto Nº 473/2022 de 24 de Marzo de 2022, tenía por objeto la impugnación de la Resolución de la Consejería
de Economía, Empresas y Empleo de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha de fecha 14 de noviembre de 2018 por
la que se resuelve declarar la caducidad de la autorización de explotación de recursos de la sección A) denominada "camino
del Corral" TOA 497 del término municipal 21 de Polán en la Provincia de Toledo, que nada tiene que ver con el objetivo de
esta parte, ya que, lo que se pretende en este expediente de responsabilidad patrimonial es la reclamación por las pérdidas y
daños económicos causados como consecuencia del precinto de la cantera dónde mi representada venía explotando su
actividad empresarial y dónde la Administración ha tenido participación directa y activa en la clausura y expediente
sancionador.
15- Queda patente que la Diputación Provincial tiene completa legitimación pasiva, no sólo como propietaria de la finca, sino
como autora de la ejecución del precinto y de la desposesión actual de la maquinaria y mercancía propiedad de mi
representada, al no haberla entregado a día de hoy.
16-Existe nexo causal entre la actuación de la Administración y el resultado lesivo. Como ya se dijo, el fundamento de la
solicitud de declaración de responsabilidad patrimonial de la Administración y, consecuentemente, de la solicitud de
indemnizar, viene dada por la actuación llevada a cabo por la Delegación Provincial de Desarrollo Sostenible de la Junta de
Comunidades de Castilla-La Mancha y la Diputación Provincial de Toledo, de forma conjunta. Nos referimos a la deliberada
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actuación llevada a cabo el pasado día 26 de Noviembre de 2020, reflejada en el Acta de misma fecha y ratificada mediante
Decreto 151/2021, mediante el cual, se ha privado a mi representada de seguir explotando su planta, con las pérdidas
económicas que dichas actuaciones injustificadas ha llevado a cabo estas Administraciones.
SEGUNDO.- Contestada la demanda por la Administración demandada DIPUTACIÓN DE TOLEDO, tras relatar a su vez los
hechos y fundamentos jurídicos que entendió aplicables, solicitó una sentencia desestimatoria del recurso. Dice:
1-Carencia sobrevenida de objeto.
Que, con fecha 19/05/2023, fueron entregadas las llaves de la finca objeto de procedimiento a los representantes de la
Diputación Provincial de Toledo, por parte del representante legal de la mercantil demandante, don Rodolfo.
En el referido acto de entrega de llaves se hizo constar expresamente lo siguiente:
En este acto, igualmente, por parte de don Rodolfo, representante de la mercantil, se procede como último acto a la entrega
de la llave a los funcionarios de la Diputación de Toledo; siendo el último acto tras el vencimiento del periodo de vigencia del
contrato que expiró en fecha 03 de agosto de 2018.
Teniendo en cuenta que el principal argumento de la parte actora para promover el presente procedimiento de
responsabilidad patrimonial radica en entender prorrogado el contrato de arrendamiento por un período de cinco años desde
el día 03/08/2018 (en concreto, afirma que hasta el día 04/08/2023); el documento firmado por el representante legal de la
empresa demandante en fecha 19/05/2023 nos conduce entender que, en la actualidad, el presente procedimiento carece de
objeto.
Y ello así por cuanto que la indemnización, en concepto de responsabilidad, que reclama la parte actora está concebida sobre
la base de los ingresos que entiende que debería haber obtenido durante la prórroga del contrato de arrendamiento, en el
tiempo comprendido entre el día 03/08/2018 y el 03/08/2023.
2-Siendo la Diputación de Toledo la propietaria de los terrenos, en fecha 15/09/2017 se adoptó el acuerdo de Gobierno de la
Junta de Gobierno relativo a "Comunicación finalización de vigencia y voluntad de no renovación del contrato de
aprovechamiento de la extracción de áridos de la Finca DIRECCION000". Lo que fue notificado a los arrendatarios en fecha
25/09/2017. Prueba de ello es el Recurso de Reposición interpuesto contra esa decisión, que lo interpone -si bien en nombre
de la empresa ÁRIDOS Y GRANITOS, S.L.- el Sr. Don Rodolfo; que desde el día 15/11/2011 era el ADMINISTRADOR ÚNICO DE
GAMEBOARD, S.L. Acto administrativo firme y consentido.
3- Que siendo así las cosas, el día 3 de agosto de 2018 venció el periodo de vigencia del contrato; y mediante Resolución de
fecha 14/11/2018 se decretó, por parte de la Consejería de Economía, Empresas y Empleo: La caducidad de la autorización
de explotación.
4-Fue recurrida ante este Tribunal dicha declaración de caducidad y se dictó el 18-9-2020 la Sentencia 220/2020 (Rec
50/2019) de la Sección 1ª de la Sala, desestimando el recurso; en ella se argumentó:
"Ha de señalarse que en la autorización concedida por resolución de 2 de febrero de 2006 a la mercantil Áridos y Granitos,
S.L. (folios 1 a 2 del expediente), expresamente se dispone como tiempo de duración de la misma hasta el 4 de agosto de
2018, salvo pacto expreso y escrito de las partes en la ampliación del contrato de cesión de las parcelas objeto de
aprovechamiento, fijándose asimismo en el punto dos de su dorso que la "ampliación del plazo del contrato de cesión
mediante pacto expreso y escrito de las 4 partes se comunicará a esta Delegación Provincial". Pues bien, en el supuesto que
nos convoca no existe pacto expreso y escrito de las partes para la ampliación del contrato, tal como se exige en la precitada
cláusula, para la efectiva renovación de la autorización, sin que conste, como acertadamente se advierte por la defensa de la
Administración demandada, el consentimiento expreso del titular de la finca para la renovación de la autorización, siendo que
en el caso enjuiciado es la Diputación Provincial de Toledo (propietaria de las parcelas afectadas a la autorización de
explotación, en virtud de escritura pública de adjudicación de bienes hereditarios, de 31 de julio de 2009) la que comunica a la
Dirección Provincial de Economía, Empresas y Empleo su voluntad de no renovar el contrato firmado en fecha 4 de agosto de
2003, adoptada en acuerdo de Junta de Gobierno de la Diputación de 15 de septiembre de 2017. La parte actora se escuda
en su escrito de demanda en la falta de notificación de dicho acuerdo, obviando la inviabilidad de la prórroga del contrato
interesada por 5 años más, y ello partiendo de la premisa básica consistente en que fue la propia Diputación Provincial de
Toledo, como titular de las parcelas afectadas".
5- El contrato, expresamente refería que, una vez finalizada la explotación, se disponía de un año para proceder al desalojo de
la finca. Desalojo que, finalmente, no se produjo hasta el día 19/05/2023.
6-Prescripción de la reclamación en aplicación del 67.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, siendo el día inicial para el
cómputo aquél en el que se acordó por la Consejería de Economía, Empresas y Empleo, declarar la caducidad de la
autorización de explotación -14/11/2018-; por lo que en el momento en el que se solicita en sede administrativa la
reclamación por responsabilidad patrimonial -26/11/2021- ya había transcurrido el plazo de un año previsto en la normativa
de aplicación.
7-No se cumplen los requisitos para solicitar una posible responsabilidad patrimonial.
8-Vulneración de los actos propios. Los propios actos de la parte actora, con su administrador a la cabeza, don Rodolfo,
evidencian el reconocimiento expreso de que el contrato de arrendamiento perdió su vigencia el día 03/08/2018.
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TERCERO.- Contestada la demanda por la Administración demandada JCCM, tras relatar a su vez los hechos y fundamentos
jurídicos que entendió aplicables, solicitó una sentencia desestimatoria del recurso. Dice:
1-Se reiteran los motivos expuestos por la Diputación de Toledo.
2-Especial mención de la resolución de 4 de Noviembre de 2018, en la que se acordó por la Consejería de Economía,
Empresas y Empleo, declarar la caducidad de la autorización de explotación para recursos de la Sección A) denominada
"Camino del Corral" TOA497, de la provincia de Toledo.
3- La hoy demandante impugnó la Resolución de la Consejera de Economía, Empresas y Empleo, de Caducidad de la
Autorización de Explotación de Recursos de la Sección A) denominada "Camino del Corral" TOA497 de la Provincia de Toledo,
de fecha 14 de Noviembre de 2018, dictándose Sentencia desestimatoria de la pretensión de fecha 18 de Septiembre de
2020, en los autos de Recurso Contencioso-Administrativo Nº 50/2019. Sentencia hoy firme.
4-Prescripción de la reclamación. El derecho a reclamar prescribe al año de producido el hecho o acto que motive la
indemnización o desde la manifestación o estabilización de sus efectos lesivos. La petición de reclamación de daños y
perjuicios trae su base en la ejecutividad de la resolución de caducidad.
No puede afirmarse que el acto de precinto sea un elemento objetivo autónomo que determine el inicio de la acción de la
responsabilidad patrimonial. La razón es que la causa de pedir de la demandante se centra en la imposibilidad de explotar y
ello es consecuencia de la resolución judicial, no del acto administrativo que no hace más que ejecutar la resolución judicial
que confirma la caducidad del derecho.
5-Cosa juzgada material. Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha nº220/2020, de 18 septiembre de
2020, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 1ª, recurso 50/2019.
6- En todo caso, se aprecie o no la cosa juzgada, lo innegable es que la sentencia firme y la posterior ejecución por la que se
reclama, provoca una ruptura plena de una posible relación de causalidad.
7- Por otro lado, y en lo que se refiere a la supuesta vulneración de la resolución de mi representada, afirmándose que debió
ser de desestimación y no de inadmisión, se argumenta que el defecto producido es que se ha visto privado de una
tramitación del expediente con resolución de fondo sobre el mismo.
8- En cuanto a la valoración de los daños, nos adherimos a las manifestaciones de la Diputación de Toledo, debiéndose
señalar que el lucro cesante supone una previsión esperable de un beneficio por una explotación a la que se tiene derecho, y
en el presente supuesto, la inexistencia del derecho a la explotación ha sido confirmada por una sentencia judicial firme.
CUARTO.- Acordado el recibimiento del pleito a prueba y practicadas las declaradas pertinentes, tras los escritos de
conclusiones se señaló día y hora para votación y fallo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Controversia jurídica.
Examinamos una reclamación por responsabilidad patrimonial dirigida solidariamente contra la Diputación de Toledo y la
JCCM, sobre la base de los perjuicios que tuvo la mercantil actora derivados del lucro cesante por imposibilidad de continuar
en la explotación de una planta de extracción de áridos entre el día 03/08/2018 y el 03/08/2023.
Las resoluciones administrativas impugnadas acuerdan la inadmisión de la reclamación por entender que existe prescripción,
cosa juzgada y no concurrencia de los presupuestos de la responsabilidad patrimonial.
Estudiamos dicha declaración de inadmisibilidad, la existencia o no de prescripción, cosa juzgada y la concurrencia o no de
los presupuestos de la responsabilidad patrimonial.
SEGUNDO.- Resoluciones impugnadas: inadmisión o desestimación.
Las resoluciones administrativas impugnadas de la Diputación de Toledo por la que se inadmite a trámite la reclamación por
responsabilidad patrimonial, y de la JCCM igualmente por entender que existe prescripción y cosa juzgada, no son correctas.
Ambas reclamaciones debieron tramitarse siguiendo las fases correspondientes del procedimiento administrativo, pues no
concurría causa evidente para su inadmisión a trámite, culminando aquél con la resolución administrativa que fuera.
Dicho lo anterior, la parte actora en estos autos no ha solicitado la retroacción de actuaciones con la finalidad de que se
tramitara correctamente el procedimiento administrativo, sino que su acción es de plena jurisdicción, esto es, quiere una
resolución de fondo a su pretensión indemnizatoria, de modo que este alegato, sin dejar de ser cierto, carece de efecto
jurídico alguno.
TERCERO.- Sobre la prescripción de la acción ejercitada.
Estab lece el art. 67 de la Ley 39/2015 de 1 de octubre -LPACAP-:
"1. Los interesados sólo podrán solicitar el inicio de un procedimiento de responsabilidad patrimonial, cuando no haya
prescrito su derecho a reclamar. El derecho a reclamar prescribirá al año de producido el hecho o el acto que motive la
indemnización o se manifieste su efecto lesivo. En caso de daños de carácter físico o psíquico a las personas, el plazo
empezará a computarse desde la curación o la determinación del alcance de las secuelas.
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En los casos en que proceda reconocer derecho a indemnización por anulación en vía administrativa o contencioso-
administrativa de un acto o disposición de carácter general, el derecho a reclamar prescribirá al año de haberse notificado la
resolución administrativa o la sentencia definitiva... "
En este caso el día inicial para el cómputo del plazo anual no es aquél en el que se dicta la Resolución de fecha 14/11/2018
de la Consejería de Economía, Empresas y Empleo que acordó la caducidad de la autorización de explotación., sino la fecha
en que se declaró la firmeza de la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha nº 220/2020, de 18
septiembre de 2020, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 1ª, recurso 50/2019, lo que ocurrió tras la resolución del
TS por la que inadmitió el recurso de casación contra aquélla; es obvio que el procedimiento judicial contra la declaración de
caducidad de la autorización de explotación, en toda su trayectoria, interrumpía el plazo de prescripción. Así computado el
plazo no existía prescripción cuando se formuló la reclamación.
CUARTO.- Existencia o no de cosa juzgada.
Se justifica quien la opone en la citada sentencia de del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha nº 220/2020, de
18 septiembre de 2020, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 1ª, recurso 50/2019.
También debemos rechazarla; sin perjuicio de la evidentísima importancia de esta sentencia en la resolución de la cuestión
de fondo aquí debatida, no concurren los presupuestos de la cosa juzgada: identidad de sujetos, objeto y causa de pedir.
Esta reclamación por responsabilidad patrimonial tiene un objeto y causa de pedir claramente diferenciados respecto de los
mismos elementos en el procedimiento judicial referido, en el que se combatía Resolución de fecha 14/11/2018 de la
Consejería de Economía, Empresas y Empleo que acordó la caducidad de la autorización de explotación.
QUINTO.- Concurrencia o no de los presupuestos de la responsabilidad patrimonial.
Sin necesidad de larga exposición y análisis de los presupuestos de esta institución, concluimos su inexistencia,
básicamente porque el daño que dice haber tenido por la imposibilidad de explotar la planta entre el día 03/08/2018 y el
03/08/ 2023, no es un daño antijurídico;dicho de otra manera, de haber tenido daño, estaría obligada a soportarlo.
Aquí ya sí rescatamos la trascendental importancia de la sentencia de del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha
nº 220/2020, de 18 septiembre de 2020, recurso 50/2019, JUR: STSJ CLM 2181/2020, que desestimó el recurso contencioso
administrativo formulado contra la Resolución de fecha 14/11/2018 de la Consejería de Economía, Empresas y Empleo que
acordó la caducidad de la autorización de explotación; resolución que quedó firme. (Folios 148-152 del EA).
Tanto el contenido de la Sentencia aludida, parcialmente transcrita en los escritos de alegaciones, como los Antecedentes de
Hecho de la Resolución Administrativa (f. 149-150 EA), son absolutamente elocuentes de lo ocurrido: la Administración
declaró la caducidad de la autorización de explotación porque a esa fecha la mercantil recurrente ya no disponía de los
derechos de aprovechamiento de los terrenos, ya por cesión, arrendamiento o propiedad.
En consecuencia, y como bien dice la codemandada Diputación de Toledo, "No puede afirmarse que el acto de precinto sea
un elemento objetivo autónomo que determine el inicio de la acción de la responsabilidad patrimonial. La razón es que la
causa de pedir de la demandante se centra en la imposibilidad de explotar y ello es consecuencia de la resolución judicial, no
del acto administrativo que no hace más que ejecutar la resolución judicial que confirma la caducidad del derecho".
En definitiva, a partir de la declaración de caducidad de la autorización de explotación ya no podía extraer los áridos, pues
carecía de título legitimador; no puede por ello fundar su reclamación en el daño que dice se le causó por dicha imposibilidad.
En los presentes autos pretenda rescatar el argumento de que sí disponía de la cesión de los terrenos porque el contrato se
había prorrogado automáticamente por cinco años el 4-8-2018.
Pues bien, en primer lugar este razonamiento choca frontalmente con la idea base que sustentó la declaración de caducidad
y que de forma intensa defendió en el procedimiento judicial anterior. Y, en segundo lugar, los propios actos de la recurrente
posteriores abundan en la misma idea de la no disponibilidad de los terrenos, tal y como acredita la Diputación del Toledo en
el escrito que acompaña a la contestación a la demanda y al que alude el Antecedente Segundo de esta Resolución (punto 1),
que llegó a justificar la petición de dicha administración de que se acordara la terminación del procedimiento por pérdida de
objeto.
SEXTO.- De conformidad con lo establecido en el art. 139 de la Ley Jurisdiccional no se imponen costas.
No obstante la desestimación del recurso, hemos de tener en cuenta lo manifestado en FJ SEGUNDO de esta Sentencia;
quizá, de haber tramitado correctamente el procedimiento administrativo la resolución que se hubiere dictado podía haber
evitado este proceso judicial.
Además, se rechazan las excepciones de prescripción y cosa juzgada.
Vistos los preceptos citados y demás de pertinente aplicación,

FALLAMOS

1.ºDesestimamos el recurso.
2.ºNo se imponen costas.
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Notifíquese, con indicación de que contra la presente sentencia cabe recurso de casación para ante la Sala 3ª del Tribunal
Supremo, que habrá de prepararse por medio de escrito presentado ante esta Sala en el plazo de treinta días, contados desde
el siguiente al de su notificación, estando legitimados para ello quienes hayan sido parte en el proceso, o debieran haberlo
sido, debiendo hacerse mención en el escrito de preparación al cumplimiento de los requisitos señalados en el art. 89.2 de la
LJCA.
Así, por esta nuestra Sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.
PUBLICACIÓN.-Leída y publicada ha sido la anterior Sentencia por el Ilmo. Sr. Magistrado D. Miguel Ángel Pérez Yuste,
estando celebrando audiencia en el día de su fecha la Sala de lo Contencioso Administrativo que la firma, y de lo que como
Letrado de la Administración de Justicia, certifico en Albacete, a once de mayo de dos mil veintiséis.
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